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Providencia:                             Sentencia de 6 de diciembre de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-002-2015-00103-01
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandantes:


Maryori Restrepo Gómez 
Demandado:


AFP Porvenir S.A.
Interviniente:                             Blanca Yulieth Mina Osorio 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:



REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. - Tiene dicho la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 20 de mayo de 2008 con radicación Nº 32.393, de 22 de agosto de 2012 con radicación Nº 45.600 y más recientemente en la de 13 de noviembre de 2013 radicación Nº 47.031 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100 modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.
(…)
En este punto de la providencia, es del caso señalar que la accionante Maryori Restrepo Gómez solicitó que fueran escuchados los testimonios Yeisid Carolina Salamanca, Luis Joel Tangarife Marulanda, Edwin Carvajal Lizcano y John Michael Galeano Cifuentes, de quienes se puede extraer, que el señor Carlos Alberto Galeano Zapata se encontraba radicado en Venezuela desde hacía varios años con la señora Restrepo Gómez, retornando a la ciudad de Pereira en el año 2006, radicándose en ese momento en la casa de la madre del afiliado fallecido; después de unos cuantos años de convivencia y a pesar de estar en embarazo, la pareja se separó aproximadamente en el año 2011 y seguidamente empezó una relación sentimental con la señora Blanca Yulieth Mina Osorio, con quien convivió  desde ese momento (que coincide con la fecha en que se produce su afiliación al sistema general de salud) hasta el 28 de octubre de 2013 cuando se produjo su deceso; siendo oportuno expresar que el testigo Tangarife Marulanda dijo que no tenía certeza en cuanto al tiempo exacto de convivencia que tuvieron Carlos Alberto y Blanca Yulieth, pero ante la insistencia que se le hizo para que definiera un tiempo, él indicó que pudieron haber convivido 4 años y como mucho 5 años, sin embargo, como lo confesó la propia Blanca Yulieth, esa convivencia solo se extendió por 3 años.

Así las cosas, al no haberse presentado el tiempo mínimo de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, no hay lugar a reconocer a favor de la interviniente ad excludendum la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Carlos Alberto Galeano Zapata.
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, 6 de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la interviniente ad excludendum BLANCA YULIETH MINA OSORIO y la AFP PORVENIR S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de junio de 2017, dentro del proceso que promueve la señora MARYORI RESTREPO GÓMEZ en representación de su hija menor ZARAY GISSELE GALEANO RESTREPO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00103-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Maryori Restrepo Gómez que la justicia laboral declare que su hija menor de edad Zaray Gissele Galeano Restrepo es la única beneficiaria de la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Carlos Alberto Galeano Zapata y con base en ello aspira que se condene a la AFP Porvenir S.A. a cancelar el restante 50% de la prestación económica, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El señor Carlos Alberto Galeano Zapata, padre de la menor Zaray Gissele Galeano Restrepo, falleció el 28 de octubre de 2013, motivo por el que solicitó a favor de la menor la pensión de sobrevivientes ante la AFP Porvenir S.A.; por medio de comunicación Nº 536 de 17 de septiembre de 2014 esa entidad le concede a Zaray Gissele el 50% de la prestación económica, expresando que dejaría en suspenso el reconocimiento del restante 50%, teniendo en cuenta otro posible beneficiario; mediante derecho de petición presentado a la sociedad accionada, solicitó que se le diera información sobre quien podría ser la posible beneficiaria del causante, no obstante, en escrito de 9 de octubre de 2014 no se le indica quien o quienes son esas personas, pero se le advierte que de acuerdo con la investigación realizada, se evidencia la existencia de eventuales nuevos beneficiarios.

Al dar respuesta a la demanda –fls.29 a 33- la AFP Porvenir S.A. expresó que producto del deceso del señor Carlos Alberto Galeano Zapata se le reconoció a la menor Zaray Gissele Galeano Restrepo la pensión de sobrevivientes en un 50%, dejando en suspenso el otro 50% de la prestación, en consideración a que la investigación efectuada por León y Asociados arrojó como resultado que el causante vivía con la señora Blanca Yulieth Mina Osorio. No se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Prescripción”, “Compensación”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones” y la “Innominada o genérica”. En solicitud especial, pidió que fuera vinculada en calidad de litisconsorcio necesaria a la mencionada Blanca Yulieth Mina Osorio.
Después de ser vinculada al proceso, la señora Mina Osorio presentó demanda de intervención ad excludendum –fls.69 a 75- mediante la cual pretende que la AFP Porvenir S.A. le reconozca y pague la pensión de sobrevivientes en condición de compañera permanente del causante, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Narra que: En junio de 2008 inició con el señor Carlos Alberto Galeano Zapata una relación marital de hecho, declarando dicha unión en la Notaría Sexta del Círculo de Pereira el 27 de junio de 2011; la relación marital se extendió hasta el 28 de octubre de 2013 cuando él falleció; ese acontecimiento derivó que fuera atendida en urgencias del Hospital Universitario San Jorge de Pereira el mismo 28 de octubre de 2013, debido a una “crisis de ansiedad que desestabiliza trastorno crónico del ánimo” y posteriormente se le dictaminó “crisis de pánico”; el 19 de abril de 2016 la AFP Porvenir S.A. le informa que se adelanta proceso de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, situación que la lleva a notificarse en el despacho y concomitantemente a reclamar ante la administradora el reconocimiento de la prestación económica, por acreditar más de cinco años de convivencia con el causante antes de su deceso.

Al dar respuesta a la intervención ad excludendum –fls.95 a 99- la AFP Porvenir S.A. aceptó la fecha de deceso del actor, la comunicación enviada a la señora Mina Osorio el 19 de abril de 2016 y la reclamación elevada por ella posteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones. Propuso las excepciones de fondo de “Buena fe”, “Compensación”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones” e “Innominada o genérica”.

Por su parte la demandante inicial contestó la intervención excluyente –fls.131 a 135- manifestando que la menor Zaray Gissele Galeano Restrepo es la única beneficiaria del señor Carlos Alberto Galeano Zapata, motivo por el que se opuso a las pretensiones de Blanca Yulieth Mina Osorio. Formuló las excepciones de “Buena fe” y “Genérica”.

En sentencia de 1º de junio de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que la única beneficiaria del señor Carlos Alberto Galeano Zapata es la menor Zaray Gissele Galeano Restrepo, motivo por el que condenó a la AFP Porvenir S.A. a reconocer el restante 50% de la prestación económica y en consecuencia le ordenó cancelar la suma de $15.431.744 por concepto de retroactivo pensional causado entre el 28 de octubre de 2013 y el 31 de mayo de 2017; suma que deberá estar debidamente indexada al momento del pago.

Para llegar a esa conclusión, indicó que la interviniente ad excludendum Blanca Yulieth Mina Osorio no convivió con el señor Carlos Alberto Galeano Zapata durante los últimos años de su existencia, pues si bien los testigos escuchados por solicitud suya indicaron que ese fue el tiempo que duró la convivencia entre ellos, la realidad es que en la documental diligenciada por la propia Blanca Yulieth para solicitar el reconocimiento de la pensión, ella confiesa que la convivencia entre ellos se extendió por un término de tres años.
Inconformes con la decisión, la señora Blanca Yulieth Mina Osorio y la AFP Porvenir S.A. interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La interviniente ad excludendum manifestó que contrario a lo expresado por la a quo con la prueba documental y testimonial allegada al proceso se demostró que entre ella y el señor Carlos Alberto Galeano Zapata se presentó una convivencia continua e ininterrumpida que se extendió por un poco más de cinco años; motivo por el que solicita que se le reconozca el 50% restante de la pensión de sobrevivientes.

La AFP Porvenir S.A. solicita que se revoque la condena por indexación, en consideración a que el 50% de la prestación no fue reconocida administrativamente por esa entidad dando estricto cumplimiento a la Ley, es decir, que su conducta siempre ha estado amparada por la buena fe, lo que permite concluir que no era dable que se fulminara esa condena en su contra.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditó la señora Blanca Yulieth Mina Osorio el requisito de convivencia exigido en el artículo 74 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Tiene dicho la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 20 de mayo de 2008 con radicación Nº 32.393, de 22 de agosto de 2012 con radicación Nº 45.600 y más recientemente en la de 13 de noviembre de 2013 radicación Nº 47.031 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100 modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que la menor Zaray Gissele Galeano Restrepo, nacida el 20 de junio de 2012, es beneficiaria del señor Carlos Alberto Galeano Zapata (fallecido el 28 de octubre de 2013 como se ve en el registro civil de defunción –fl.14-), ya que así se acredita con el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.13-; motivo por el que precisamente la AFP Porvenir S.A. le reconoció la pensión de sobrevivientes a través de comunicación de 17 de septiembre de 2014 –fls.7 y 8- en un 50%, dejando en suspenso el restante 50% ante la presencia de un posible beneficiario.
Al proponer la demanda de intervención excluyente –fls.69 a 75-, la señora Blanca Yulieth Mina Osorio manifestó que al haber convivido con el causante desde el mes de junio de 2008 hasta el 28 de octubre de 2013 (un poco más de cinco años de convivencia), tiene derecho a que se le reconozca el 50% de la pensión de sobrevivientes que se encuentra en suspenso.

Para dar fe de ello, solicitó que fueran escuchados los testimonios de César Arias Arias, Liliana María Pineda y María Teresa Osorio Osorio.

El señor Arias Arías, luego de tomar asiento en el juzgado, sacó un papel del bolsillo que inmediatamente puso sobre el escritorio, observándolo detenidamente por un momento, motivo por el que la funcionaria de primera instancia le pidió que se lo mostrara, dejando constancia que el mismo se anexaría al plenario al considerar que la prueba se había contaminado, ya que en el papel visible a folio 171 se observa que el declarante escribió “Él murió el 28 de octubre del 2013”, “él vivió en la casa desde octubre de 2009 2010”, “desde el 2008 lo conoció viviendo donde doña teresa”, lo que genera un indicio de que el testigo recibió esa información por parte de un tercero.

Después de dejar constancia de esa situación, procedió a recibir el testimonio, en el que el señor César Arias Arias de manera nerviosa intenta convencer a la a quo que tiene conocimiento que el señor Carlos Alberto Galeano Zapata y Blanca Yulieth Mina Osorio convivieron durante exactamente cinco años, situación que repite incesantemente a pesar de que el despacho le pide escuchar las preguntas antes de responder; intentando ser consistente en su declaración, dice que conoció al causante en el año 2008 porque lo veía por ahí en el barrio; que desde ese tiempo pudo darse cuenta que la pareja convivía en la casa de doña Teresa, madre de Blanca Yulieth, y que en esa casa ubicada en el sector de San Vicente en Villasantana vivieron 3 años y que posteriormente él les alquiló una casa en el sector de Monserrate en Villasantana en donde vivieron 2 años hasta cuando se presentó su deceso; a continuación al insistírsele sobre esa convivencia, el testigo hace referencia al papel que le reclamó la falladora de primer grado, y dice que en ese papel esta la información; sin embargo, al recordar las frases escritas en el papel, una de ellas dice “él vivió en la casa desde octubre de 2010” y otra dice “desde 2008 lo conoció viviendo donde doña Teresa”, lo que muestra adicionalmente las contradicciones del testigo, pues había preparado su relato para afirmar que el causante y la señora Mina Osorio habían vivido en su casa desde el mes de octubre de 2010, esto es, que en su casa habían estado durante 3 años, mientras que en la casa de la señora Teresa 2 (desde el año 2008).

Lo mostrado permite concluir que al testimonio del señor César Arias Arias no se le puede dar la credibilidad pretendida por la interviniente ad excludendum por las circunstancias en las que se presentó, por las contradicciones que mostró y adicionalmente porque no tenía conocimiento sobre aspectos básicos de la vida del causante, como el hecho de que había procreado una hija.
La señora Liliana María Pineda dijo ser amiga del afiliado fallecido desde el año 2000 porque siempre vivieron muy cerca, motivo por el que tiene conocimiento que él y Blanca Yulieth Mina Osorio convivieron de manera continua e ininterrumpida desde el mes de junio de 2008; sostiene que desde ese momento convivieron en la casa de la señora Teresa y que después de 3 años se fueron a vivir a parte, en donde estuvieron por espacio de 2 años hasta cuando él murió; no obstante, a pesar de decir que eran muy amigos y que vivían muy cerca, dijo desconocer las direcciones de los lugares donde supuestamente asentó su convivencia con Blanca Yulieth, y si bien expresa que el causante estuvo residiendo en Venezuela, no sabe a ciencia cierta durante qué periodo aconteció ello y con quien estuvo allá; posteriormente dijo que Maryori y Carlos Alberto no habían sostenido una relación sentimental, ya que para ella eran simplemente amigos.
La señora María Teresa Osorio (madre de Blanca Yulieth) expresó que desde hace más de 30 años vive en el sector de San Vicente del barrio Villasantana, más exactamente en la manzana 37 casa 32; diferente a lo expresado por la señora Liliana María Pineda, sostuvo que su hija y Carlos Alberto habían convivido en su casa por espacio de 2 años no más desde el año 2008 y que después se habían ido a vivir a parte en el sector de Monserrate en donde estuvieron viviendo por un lapso de 3 años hasta cuando él falleció; informó que su hija tiene problemas de salud de consideración, razón por la que siempre ha estado afiliado al sistema general de salud, primero como beneficiaria suya y después como beneficiaria de Carlos Alberto; ante esa situación la a quo le preguntó si la convivencia entre ellos había empezado desde cuando el causante la afilió como beneficiaria, a lo que la testigo contestó de manera afirmativa (según certificación de saludcoop –fl.79- la interviniente ad excludendum fue afiliada el 27 de julio de 2011). Finalmente el despacho le informa a la testigo que su hija presentó declaración extrajuicio ante la AFP Porvenir S.A. –fl.43- en la que indica que el tiempo total de convivencia entre ella y el causante fue de 3 años sin interrupción, admitiendo la testigo que eso era así, pero a continuación se retracta y asegura que la convivencia entre ellos fue de 5 años y que seguramente su hija había dicho eso porque estaba muy nerviosa.
En efecto, a folio 43 del expediente obra “certificado de declaración extra juicio” presentada por la señora Blanca Yulieth Mina Osorio ante la AFP Porvenir S.A. en la que expresa que “El tiempo compartido como pareja sentimental y material, fue de 3 años sin interrupción hasta el día de su fallecimiento.”; situación ésta que muestra que los testigos escuchados por solicitud de la demandante ad excludendum tenían la convicción de favorecer con sus dichos a la demandante, al punto de que en sus relatos se evidenciaron notorias inconsistencias, pues por ejemplo, a pesar de querer demostrar que la pareja convivió por espacio de 5 años supuestamente repartidos entre la casa de la señora Teresa y la casa arrendada por el señor César Arias Arias, la verdad es que no coincidieron entre ellos.
Lo confesado por la señora Blanca Yulieth Mina Osorio al momento de reclamar la pensión de sobrevivientes, deja sin valor la declaración extrajuicio emitida por ella misma y por el causante el 27 de julio de 2011 –fl.81- en donde habían señalado que llevaban una convivencia continua e ininterrumpida de 3 años.
Es que nótese que ese mismo día en que se produjo la declaración extrajuicio, esto es, el 27 de julio de 2011, fue el día en que el señor Carlos Alberto Galeano Zapata inscribió como su beneficiaria a la señora Mina Osorio, lo que deja ver, según lo confesado por Blanca Yulieth respecto a la verdadera convivencia con su compañero permanente, que en ese momento dijeron llevar conviviendo durante ese lapso, con el fin de que pudiera afiliarla como beneficiaria en salud del causante, cumpliendo con los requisitos establecidos en el Decreto 1703 de 2002.

En este punto de la providencia, es del caso señalar que la accionante Maryori Restrepo Gómez solicitó que fueran escuchados los testimonios Yeisid Carolina Salamanca, Luis Joel Tangarife Marulanda, Edwin Carvajal Lizcano y John Michael Galeano Cifuentes, de quienes se puede extraer, que el señor Carlos Alberto Galeano Zapata se encontraba radicado en Venezuela desde hacía varios años con la señora Restrepo Gómez, retornando a la ciudad de Pereira en el año 2006, radicándose en ese momento en la casa de la madre del afiliado fallecido; después de unos cuantos años de convivencia y a pesar de estar en embarazo, la pareja se separó aproximadamente en el año 2011 y seguidamente empezó una relación sentimental con la señora Blanca Yulieth Mina Osorio, con quien convivió  desde ese momento (que coincide con la fecha en que se produce su afiliación al sistema general de salud) hasta el 28 de octubre de 2013 cuando se produjo su deceso; siendo oportuno expresar que el testigo Tangarife Marulanda dijo que no tenía certeza en cuanto al tiempo exacto de convivencia que tuvieron Carlos Alberto y Blanca Yulieth, pero ante la insistencia que se le hizo para que definiera un tiempo, él indicó que pudieron haber convivido 4 años y como mucho 5 años, sin embargo, como lo confesó la propia Blanca Yulieth, esa convivencia solo se extendió por 3 años.

Así las cosas, al no haberse presentado el tiempo mínimo de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, no hay lugar a reconocer a favor de la interviniente ad excludendum la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Carlos Alberto Galeano Zapata.

En lo que tiene que ver con la indexación a la que fue condenada la AFP Porvenir S.A., debe tenerse en cuenta que esa condena no obedece a una sanción por las acciones u omisiones en las que pudo haber incurrido la entidad en sede administrativa, es decir, la misma no se impone con el fin de castigar a la sociedad accionada, sino que su imposición obedece a que las sumas que debían ser entregadas años atrás, han perdido su valor adquisitivo por el inexorable paso del tiempo, motivo que lleva a que por medio de la indexación se efectúe la correspondiente corrección monetaria; tal y como lo hizo el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Es que nótese que el hecho de que la AFP Porvenir S.A. haya actuado con apego a la Ley al haber dejado en suspenso el 50% de la prestación económica, la exoneró de la imposición de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales; a pesar de que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que en ese tipo de eventos en los que se da cumplimiento estricto a la Ley, los intereses deben imponerse desde la ejecutoria de la sentencia.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de junio de 2017.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de junio de 2017.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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